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Tabla 1. Examenes médico legales por presunto delito sexual segun grupo de
edad y sexo de la victima. Colombia, 2016
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Fuente: Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses/ Grupo Centro de Referencia Nacional sobre Violencia/ Sistema
de Informacion de Clinica y Odontologia Forense. Tasas calculadas con base en la proyeccion de poblaciones DANE 1985-2020.
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promedioanivel nacional (Tabla2).

Tabla 2. Eximenes médico legales por presunto delito sexual segiin grupo de edad y sexo de la
victima. Colombia, 2015

Tasax Tasax Tasax
100.000 100,000 100.000
hab. hab. hab.
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(10a14) 29,09 43,61 ) 365,04 X 38,83 200,85
(15a17) 7,47 18,04 y 180,05 i 11,46 97,57
(18a19) 140 517 , 59,77 251 31,86
(20a24) 2,07 310 41,80 426 21,99
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[Total 3219 100 13,78 | 18876 100 7735 | 22155 100 45,96

Fuente: Insituto Nacional de Medicina Legaly Ciencias Forenses / Grupo Centro de Referencia Nacional sobre Violencia / Sistema de Informacion
deClinica y Odontologia Forense / Sistema de Informacion Nacional de Estadisticas Indirectas. Tasas calculadas con base en las proyecciones de
poblacion. DANE2005-2020.

Grupo de edad

De las 22.155 valoraciones por presunto delito sexual registrados durante el afio 2015, el 85% de
las victimas fueron mujeres (18.876 casos, tasa por 100.000 habitantes de 77,35); por hombre
victima de presunto delito sexual se presentan seis mujeres victimas.
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PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2017

“Por medio del cual se establece una inhabilidad para condenados por delitos contra la libertad, integridad y formación sexual,  y violencia intrafamiliar,  y se establece el registro de dichas inhabilidades.”

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1° El que cometiere cualquiera de los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual, contemplados en el Código Penal Colombiano, serán inhabilitados de manera automática, absoluta y perpetua para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en ámbitos educativos, de cuidado, de transporte escolar o de formación pública o privada que involucren una relación directa y habitual con menores de edad en cualquiera de sus grados. 

La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 103, 229 y 237 del código penal.
Artículo 2° Crease el Registro Nacional de personas condenadas por delitos contra la libertad, integridad y formación sexual,  y otras conductas descritas en el artículo primero,  a cargo del Ministerio de Justicia en coordinación con el ICBF.
El Gobierno Nacional reglamentara la creación y administración del registro en un término de seis (06) meses.

Parágrafo 1. La información, antecedentes y/o datos incorporados al registro serán conservados y administrados de forma tal que su inviolabilidad e inalterabilidad absoluta quede asegurada. Sus constancias harán plena fe y sólo podrán ser judicialmente impugnadas por quien tenga interés legítimo, por causas de error o falsedad.

Artículo 3° El Registro Nacional de personas condenadas por delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales y otros delitos no es público, y en consecuencia todas las certificaciones o datos obrantes en el mismo son de contenido estrictamente confidencial y reservado, y sólo podrán ser suministrados a la misma persona y a los establecimientos educativos, de cuidado, o de formación educativo o laboral dirigida a personas menores de edad.

Quien accediere al Registro y utilizare la información contenida en él para fines distintos de los autorizados en la presente ley será sancionado con multa de 10 salario mínimos legales mensuales vigentes y retirado del cargo si este fuera público.

Parágrafo 1: El registro y las certificaciones expedidas en virtud de la presente ley serán gratuitas.

Artículo 4° La inscripción en el Registro  Nacional deberá ordenarse de oficio, una vez que la sentencia condenatoria quede firme, por el Juzgado o Tribunal que dictó la condena, de manera inmediata. 

La inobservancia de esta disposición será considerada como falta disciplinaria grave.
Artículo 5° Toda institución o entidad de cuidado, educativa o de formación educativa o laboral para  menores de edad, pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad deberá, antes de efectuar dicha contratación o nombramiento, exigir y verificar que la persona interesada no se encuentra inscrita en el Registro Nacional de Personas condenadas por delitos contra la libertad, integridad y formación sexual y otros delitos.

La omisión del funcionario público de exigir y verificar el Registro Nacional de Personas condenadas por delitos contra la libertad, integridad y formación sexual y otros delitos será considerada como falta disciplinaria grave. Las entidades privadas que omitan este deber serán objeto de multa de hasta 50 salarios mínimo legales mensuales vigente y de suspensión de la actividad.

Parágrafo: Las instituciones antes señaladas, deberán consultar cada 4 meses el Registro Nacional de Personas condenadas por delitos contra la libertad, integridad y formación sexual y otros delitos para garantizar que sus empleados o contratistas no estén inscritos en él.

Artículo  6° Las personas que se encuentren en proceso de investigación penal o disciplinaria por las conductas señaladas en el artículo primero, serán reubicadas del cargo inmediatamente o separadas del cargo, según la gravedad de la denuncia, hasta tanto se surta el juicio, como medida preventiva a favor de los niños, niñas y adolescentes.

Parágrafo: El Ministerio de Educación reglamentará la materia, en especial la posibilidad de reubicación y separación de cargo.

Artículo 7° El Ministerio de Educación en el ejercicio de sus funciones de evaluación y vigilancia del cumplimiento de la ley y los reglamentos que rigen el sector educativo, deberá ejercer supervisión estricta sobre las instituciones educativas públicas y privadas del país, para lo cual deberá contar con un registro único que contenga la información básica de los profesores y docentes al servicio del sector,   así como la existencia de antecedentes o investigaciones por las conductas señaladas en el artículo 1 de la presente ley las cuales deberán actualizarse cada 4 meses.

El registro de profesores deberá ser público.

Artículo 8° Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

De los Honorables Representantes 

ANA PAOLA AGUDELO

Representante a la Cámara - Colombianos en el exterior

GUILLERMINA BRAVO

Representante a la Cámara por Valle

CARLOS EDUARDO GUEVARA VILLABÓN


Representante a la Cámara por Bogotá
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2017

“Por medio del cual se establece una inhabilidad para condenados por delitos contra la libertad, integridad y formación sexual,  y violencia intrafamiliar,  y se establece el registro de dichas inhabilidades.”

1. ANTECEDENTES Y ORIGEN DEL PROYECTO 

El presente proyecto de ley se radica por segunda vez en la Secretaría de Cámara por parte de la Bancada del Movimiento MIRA (H.R. Carlos Guevara, H.R. Ana Paola Agudelo y H.R. Guillermina Bravo). En su primera radicación (Febrero  27 de 2017)  no le fue asignado ponentes y por cambio de legislatura el proyecto fue archivado.

El proyecto surge como respuesta al requerimiento y exhortación que hace la Honorable  Corte Constitucional en sentencia C- T-512 de 2016 Magistrado Ponente Luis Ernesto Vargas  al Congreso de la República y otras entidades del orden nacional para adoptar de manera urgente un régimen de inhabilidades para aspirantes a la carrera docente que tengan antecedentes penales por violencia sexual e intrafamiliar.  En la providencia emitida el pasado 16 de Septiembre de 2016  determino que “A diferencia de otros ordenamientos jurídicos, el marco legal de Colombia no dispone de inhabilidades específicas para el ejercicio como docente o directivo docente”. Por lo tanto el fallo concluye que  el actual ordenamiento jurídico colombiano presenta un vacío normativo en relación a las inhabilidades que de forma específica y concreta deben imponerse a quien aspire a ingresar a la carrera docente.  En este sentido, concluye la providencia no puede perderse de vista la relación que existe entre la definición de las inhabilidades aplicables a los docentes en términos de idoneidad, para el caso de infractores de la ley penal por delitos sexuales con menores, y el marco de protección que debe bridar el Estado a los niños, niñas y adolescentes en virtud de la prevalencia de sus derechos fundamentales y el interés superior del menor.  

Frente al tema, la Bancada del Movimiento realiza investigación sobre los casos de abuso sexual contra menores de edad, cuando los agresores son docentes, o personal administrativo en Colombia mediante derechos de petición con radicados 2017006 a 2017008, 2017012, 2017063 a 2017069, 2017072, 2017102 a 2017114, 2017196 a 20172020, enviados a Instituto Nacional de Medicina Legal, Ministerio de Educación, Fiscalía General de la Nación,  algunas Secretarias Departamentales y Municipales de Educación, Comisión Nacional del servicio civil y Procuradurías Regionales entre otros.   

2. OBJETO DE LA LEY

El proyecto de ley está conformado por 8 artículos, encaminados a crear una inhabilidad  automática, absoluta y perpetua para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en ámbitos educativos, de cuidado o de formación pública o privada que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad en cualquiera de sus grados a las personas condenadas por cualquiera de los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual, contemplados en el Código Penal Colombiano, y por otras conductas como proxenetismo con menor de edad, demanda de explotación sexual comercial de menor de edad  violencia intrafamiliar e incesto.

Crea el  Registro Nacional de personas condenadas por estos delitos el cual  será administrado y conservado bajo términos que garanticen su inviolabilidad e inalterabilidad, por parte de la Policía Nacional,  el contenido no será público. La información será suministrada a la misma persona y a los establecimientos educativos,  de cuidado, o de formación educativo o laboral dirigida a personas menores de edad para que su cumpla su fin preventivo. Se contempla una sanción para quien usare la información contenida en el registro indebidamente  con una multa de hasta 10 SMLV y deberá ser retirado del cargo si este fuera público.  El registro de la inhabilidad será inmediato y sus certificaciones serán gratuitas. 

En el proyecto se establece la obligatoriedad de toda institución o entidad de cuidado, educativa o de formación educativa o laboral para menores de edad, pública o privada de exigir y verificar que la persona interesada a contratar no se encuentra inscrito en el Registro Nacional de Personas condenadas por delitos sexuales so pena de ser sancionado disciplinariamente por falta grave. Las entidades estarán obligadas a  revisar que sus empleados o contratistas no se encuentren en este registro como mínimo  3 veces al año. Por su parte las entidades privadas que omitan este deber podrán ser objeto de  multa de hasta 50 salarios mínimo legales mensuales vigente y suspensión de la actividad.

Se contempla como medida preventiva la separación del cargo y/o su reubicación del empleado o profesional  investigado por la comisión de delitos sexuales cuando su actividad  involucre una relación directa y habitual con personas menores de edad.

Por último se establece la obligación en cabeza del  Ministerio de Educación de ejercer supervisión estricta sobre las instituciones educativas públicas y privadas del país, a través del registro único de profesores y docentes al servicio del sector, el cual contendrá como mínimo la información básica y la existencia de antecedentes o investigaciones por las conductas señaladas en la presente ley.  El registro de profesores deberá ser público. 

Lo anterior, teniendo en cuenta que mediante oficio con radicado 2017ER026051 del 14 de Febrero de 2017 el Ministerio de Educación informa que no recoge la información de docentes de colegios privados y de igual manera, aduce que la fuente de información sobre docentes es el DANE.

Por otro lado, preocupa que el Ministerio de Educación mediante el oficio con radicado 2017ER009906 del 27 de Enero de 2017, aduce desconocer el número de condenas por delitos sexuales contra menores de edad, y atribuye la responsabilidad exclusiva a las entidades territoriales sobre la administración de las personas docente, desconociendo su misión y funciones al servicio del sector educativo y protección de los menores de edad.
3. NECESIDAD DEL PROYECTO DE LEY – CIFRAS.
3.1 Mapa Del Respeto De Los Derechos Del Niño En El Mundo: Como Muestra De La Situación De Los Niños Y Sus Derechos Más Elementales En Todo El Planeta
.
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3.2  Cifras De Abuso Sexual En Colombia 
En Colombia durante el 2016 se presentaron 21.399 casos de abuso sexual de los cuales el 86.3% (18. 426 casos)  fueron contra menores de 18 años
.
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Según medicina Legal, 96 casos de abuso sexual en el 2016 fueron ejecutados por  profesores, 28 niños, y 68 niñas fueron sus víctimas; los cuidadores también sobresalen en estas estadísticas, como autores de este delito con 230 casos, 61 agresiones contra niños y 169 casos contra niñas.

Durante 2015 Se presentaron 22.155 casos de abuso sexual el 85.38% de las víctimas son menores de edad. Los niños entre los 10 y 14 son los más abusados (38.8%) con una tasa promedio de (200,85) por cien mil habitantes, superando casi cinco veces la tasa promedio a nivel nacional (Tabla 2)
.
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Según medicina Legal, 259 casos de abuso sexual en el 2015 fueron ejecutados por  profesores, 66 niños, y 193 niñas fueron sus víctimas; 82 cuidadores fueron  autores de este delito, de estos 18 casos contra niños y 64 casos contra niñas.

3.3 Investigaciones A Docentes Por Abuso Sexual De Estudiantes.
· ALCALDIA DE BOGOTA
: 91 Docentes son investigados entre 2013 y 2017 por presuntos delitos sexuales.  
· SECRETARIA DE EDUCACION ANTIOQUIA
: 482 quejas contra docentes del sector público, de las cuales 18 corresponden a delitos contra la libertad, integridad y formación sexual. 9 fueron remitidos a control interno, 6 a la Fiscalía y 3 a la Comisaria de Familia. 
· OFICINA DE CONTROL INTERNO ANTIOQUIA
 : 933 quejas se recibieron contra docentes, directivos y personal administrativo de las instituciones educativas de municipios no certificados en el departamento,  durante los últimos 3 años, se presentaron 32 quejas por de abuso sexual a menores, 58 presuntos casos de acoso sexual a menores, 69 casos de maltrato físico a menores y 108 casos de maltrato verbal o psicológico a menores. Aducen no conocer casos en instituciones privadas. No ha reportado ninguna denuncia a la Fiscalía porque es de esa entidad donde les remiten los casos, desconocen si los docentes investigados están ejerciendo aun el cargo. Lo cual indica que no hay medidas de separación del cargo, ya que es esta oficina la competente de expedir la medida preventiva.

· GOBERNACION DEL ATLANTICO
 entre 2017 y 2017 conocieron 4 casos de presunto acoso y violencia sexual.

· GOBERNACION DE SANTANDER
: 33 quejas se presentaron ante la entidad por presuntos delitos relacionados con abuso sexual entre 2014 y 2017.

· ALCALDIA DE CALI
: 24 quejas por delitos relacionados con abuso sexual entre 2013 y 2016 recibió la entidad, 21 Se remitieron a medicina legal, 15 al ICBF, 4 a control interno disciplinario y 6 a La procuraduría regional.

· PROCURADURIA REGIONAL DE SANTANDER
: 91 quejas por delitos relacionados con abuso sexual a menores ocasionadas presuntamente por profesores y rectores entre 2014 y 2017. 23 quejas por delitos relacionados con abuso sexual a menores ocasionadas presuntamente por administrativos, celadores, contratistas, rutas escolares  entre 2014 y 2017. 
La entidad regional aduce que no retira del cargo a los investigados por la existencia de la presunción de inocencia.

· PROCURADURIA VALLE DEL CAUCA
 : 22 quejas fueron recibidas por delitos relacionados con abuso sexual a menores ocasionadas presuntamente por profesores y rectores entre 2009 y 2016. 

3.4 Respuestas De Las Entidades Frente A Su Rol De Garantes De Los Menores De Edad En La Contratación De Docentes.
· LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL en respuesta oficial
 informa que en los concursos de mérito de docentes y directivos docentes no se pondera la existencia de antecedentes judiciales o condena cualquiera sea su naturaleza de los participantes. Aduce que las entidades territoriales son las llamadas a dar cumplimiento a los formalismos legales para agotar el trámite de la posesión de los elegibles.

· ALCALDIA DE MEDELLIN
 Aduce que no tiene competencia frente a los colegios privados ya que estos tienen autonomía en la contratación de su personal docente.

· MIN EDUCACION
 Ante la pregunta de cuantos docentes ejercen en colegios privados contesto que no recoge la información de docentes de colegios privados, y que es el DANE la fuente oficial para esta información y que la responsabilidad de vigilar a los colegios privados no le corresponde a la entidad.

· SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA aduce
 que realiza la revisión de antecedentes penales, fiscales y disciplinarios de cada uno de los aspirantes a cargos docentes y directivos, sin embargo informa que no se ha recibido información alguna sobre los docentes, rectores o profesiones afines a la enseñanza de menores que hubieses sido condenado por delitos sexuales. 
Pese a tener quejas por abuso sexual desde hace 4 años, tan solo hasta el 24 de febrero de 2017 la entidad mediante Resolución 269 de 2017 toma medidas preventivas y confiere comisión de servicios para actividades fuera del aula regular a quienes tienen investigaciones de todo tipo por conductas relacionadas con el abuso sexual de menores. Finaliza señalando que la SED no ejerce ningún tipo de supervisión o control de las hojas de vida de los docentes y directivos docentes que trabajan en el sector privado.

Respeto de la respuesta del Distrito de Bogotá, ha de señalarse que la entidad a través de la Resolución citada, en aras de salvaguardar los derechos fundamentales de los menores, empleó medidas para que los investigados por la comisión de delitos sexuales  no ejerzan cargos en lo que se involucren una relación directa y habitual con menores de edad en cualquiera de sus grados.  Dentro de la investigación realizada por los autores para la presentación del proyecto de ley se tiene que las otras entidades consultadas no poseen medidas preventivas similares.
4. CONSTITUCIONALIDAD DEL PROYECTO

Encontramos  que la iniciativa legislativa se ciñe a la Constitución Política, la cual entre otros aspectos regula: 

Trámite legislativo: Según el artículo 150 de la Constitución Política es facultad del Congreso hacer las leyes, por lo tanto, es competencia del ente legislativo atender asuntos como el propuesto en el proyecto de ley en desarrollo. Cumple además con el artículo 154, referentes a su origen y formalidades de unidad de materia, de esta manera encontramos que la competencia para este trámite es del Congreso de la República.

Legalidad del proyecto: El proyecto objeto de ponencia cumple con los requisitos preceptuados en la Ley 5ª de 1992, así:

· Iniciativa legislativa: El artículo 140.1 de la norma precitada otorga la facultad a “Los Senadores y Representantes a la Cámara individualmente y a través de las bancadas.”.

· Contenido Constitucional: El proyecto se ajusta al artículo 154 de la Constitución Política de Colombia.

5. MARCO NORMATIVO

5.1 Normatividad Internacional

El marco de protección para los derechos de los niños y niñas, es amplio y  está conformado por distintos instrumentos internacionales de carácter de obligatorios para el Estado colombiano entre ellos se destacan los siguientes:

5.1.1 La Convención sobre los Derechos del Niño.

En su artículo 3-1 establece  lo siguiente: 

“En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”;  

Y en el artículo 3-2, establece que:

“Los Estados partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas”. 

Artículo 34, incorporado al ordenamiento jurídico colombiano por la ley 12 de 1991, así:

“Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir: 

a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal;

b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales;

c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos”.

5.1.2 Protocolo Facultativo De La Convención Sobre Los Derechos De Los Niños aprobado por la ley 765 de 2002 y declarada exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-318 de 2003, hace parte del marco de protección jurídico encaminado a prevenir y evitar todo tipo de maltrato y sexual, y delitos conexos a él.

5.1.3 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone en su artículo 24-1 que:

“Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado”. 

5.1.4 Convención Americana de Derechos Humanos, establece en el artículo 19 lo siguiente:

“Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”.

5.1.5 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 10-3 ordena: 

“se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia a favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición”. 

5.1.6 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño el principio 2 dispone:

“El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño”

5.1.7 Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, en su artículo 25-2, establece que: 

“la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados de asistencia especiales”, y que “todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social”.

5.1.8 Convenio Nº. 182 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ratificado mediante la ley 704 de 2001. En el artículo 3 precisa:

“los efectos del presente Convenio, la expresión "las peores formas de trabajo infantil" abarca:

(a) todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, como la venta y la trata de niños, la servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados;

(b) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la prostitución, la producción de pornografía o actuaciones pornográficas;

(c) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la realización de actividades ilícitas, en particular la producción y el tráfico de estupefacientes, tal como se definen en los tratados internacionales pertinentes, y

(d) El trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños”.

5.2  Normatividad Interna

5.2.1 Constitución Política de 1991.

Estableció un marco de protección constitucional reforzada a favor de los niños, niñas y adolescentes, en sus artículos 1, 44 y 45. El artículo 1 constitucional establece el Estado Social y Democrático de Derecho, el respeto a la dignidad humana de las niñas y niños. Sobre este tema la Corte Constitucional 
 estableció al menos, seis (6) ámbitos de protección, que sintetizó así
:  

“(1) que sus derechos son fundamentales, lo que supone una protección reforzada constitucional y el acceso a la garantía inmediata de la acción de tutela para la protección de sus derechos; 

(2) que sus derechos son prevalentes, lo que supone hermenéuticamente, que “en el caso en que un derecho de un menor se enfrente al de otra persona, si no es posible conciliarlos”
 prevalezcan los derechos de los menores. A su vez, 

(3) la norma superior eleva a un nivel constitucional la protección de los niños frente a diferentes formas de agresión, como  pueden ser el abandono, la violencia física o moral, el secuestro, la venta, el abuso sexual, la explotación laboral y económica y los trabajos riesgosos
. Ello supone un compromiso constitucional en la persecución y eliminación de dichas conductas en  contra de los niños. 

(4) El ámbito normativo constitucional de protección se amplía con las normas internacionales que por disposición de la propia Carta ingresan al régimen de derechos de los niños. Por lo tanto, tal como lo indica el artículo 44 de la Constitución, los niños gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales de los cuales Colombia es Estado parte
. 

(5) Igualmente los infantes y adolescentes
 en nuestro país, dada su debilidad e indefensión con ocasión de su corta edad, vulnerabilidad y dependencia, han sido considerados sujetos de especial protección constitucional (art. 44 C.P.); lo que se traduce en  el deber imperativo del Estado de garantizar su bienestar. Finalmente, 

(6), debe entenderse que los derechos constitucionales consagrados en el artículo 44 C.P. en favor de los niños, se refieren plenamente a toda persona menor de dieciocho años”
.

Por su parte el artículo 44 Constitucional establece la prevalencia de los derechos de los niños en el país, así:

“ARTICULO   44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.

Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás”.

El artículo 45 establece el derecho de protección de los adolescentes así:

“ARTICULO  45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral.

El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud”.

El Artículo 248 establece la función probatoria de los antecedentes penales ya que a través de ellos se prueba la existencia o no de inhabilidades para acceder a cargos de función pública, así: 

“ART. 248. Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales en todos los órdenes legales”.

5.2.2 Leyes De Protección De Los Menores Contra Los Delitos Sexuales

5.2.2.1 Ley 679 de 2001 “Por medio de la cual se expide un estatuto para prevenir y contrarrestar la explotación, la pornografía y el turismo sexual con menores, en desarrollo del artículo 44 de la Constitución”.
5.2.2.2 Ley 1098 de 2006 Código de la Infancia y la Adolescencia.
La ley de infancia y adolescencia establece los principios rectores que deben observarse en la ejecución de las políticas públicas y en el actuar mismo del estado,  en relación con los niños, niñas y adolescentes, desarrolla los derechos de los mismos y pretende garantizar el pleno y armonioso desarrollo social, familiar y educativo  de los mismos.

Establece la prevalencia y el interés superior de los derechos y libertades de los niños, niñas y adolescentes y realiza el reconocimiento de la igualdad y la dignidad humana, sin ningún tipo de discriminación. 

El artículo 1 y 7 establecen la protección integral de los menores de edad a cargo del Estado, la sociedad y la familia quienes tienen la obligación y el deber de prevenir  toda  vulneración desconocimiento o violación de sus derechos. Los artículos 8 y 9 reiteran el interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes y la prevalencia de sus derechos el cual ha sido desarrollado ampliamente por la jurisprudencia constitucional
. 

El Código de la Infancia y la Adolescencia, en su capítulo II recopila los derechos y deberes de los diferentes actores sociales. El artículo 20 establece expresamente que los niños, niñas y los adolescentes deben ser protegidos por el Estado y sus autoridades contra la violación y todo delito de índole sexual. 

“El Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2009) actualizó el ordenamiento jurídico colombiano al marco internacional reseñado, y a su vez dispuso un ámbito de protección reforzado sobre los niños, en especial, brindando herramientas eficaces y contundentes contra la violencia sexual”
.
5.2.2.3 Ley 1146 de 2007 Por medio de la cual se expiden normas para la prevención de la violencia sexual y atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente

5.2.2.4 Ley 1236 de 2008 “Por medio de la cual se modifican algunos artículos del Código Penal relativos a delitos de abuso sexual”.

5.2.2.5 Ley 1329 de 2009 “Por Medio De La Cual Se Modifica El Título IV De La Ley 599 De 2000 Y Se Dictan Otras Disposiciones Para Contrarrestar La Explotación Sexual Comercial De Niños, Niñas Y Adolescentes”

Establece tipos penales propios para sancionar la exploración sexual de menores de edad en Colombia.

6. MARCO JURISPRUDENCIAL

6.1 De La Protección De Los Menores Contra La Violación Y Delitos Sexuales

En sentencia C-674 de 2005 la Corte Constitucional analizó las implicaciones de las agresiones sexuales contra los menores como graves. Así: 

“Resulta en esta materia relevante destacar que el maltrato sexual tiene distinta connotación según se trate de conductas entre adultos, o eventos en los que haya participación de menores, en la medida en que, entre adultos, la afectación del bien jurídico se produce, fundamentalmente, por la ausencia de consentimiento, al paso que, tratándose de menores, el ordenamiento se orienta a la proscripción general de toda conducta de índole sexual por incapacidad de consentir. De allí se desprende una diferencia en la configuración de los tipos penales y en la extensión de los mismos, de modo que, para las conductas que tienen lugar entre adultos se tiende a describir de manera más precisa las conductas que, en ausencia de consentimiento, son objeto de reproche penal, mientras que tratándose de menores, el enunciado tiende a ser más comprensivo”.

6.2 La Construcción Jurisprudencial Del Habeas Data Penal

La Corte Constitucional en diferentes fallos ha efectuado un análisis profundo sobre la  información que reposa en decisiones judiciales de tipo penal. En particular, los fallos en materia penal, considerados como públicos y su tratamiento en bases de datos
. En su análisis, la Corte precisó que los antecedentes judiciales son en principio, información de carácter pública: 

“(…) [L]os antecedentes penales tienen el carácter de información pública. La información en qué consisten está consignada (soportada, escrita, contenida) en providencias judiciales en firme, expedidas por autoridades judiciales competentes, y caracterizadas por su carácter público, entendido este, como la condición de accesibilidad de su contenido, por cualquier persona, sin que medie requisito especial alguno. A partir de dichas providencias (soporte), entiende la Corte, está constitucionalmente permitido conocer información personal relacionada, entre otras, con el tipo y las razones de la responsabilidad penal, las circunstancias sustanciales y procesales de dicha responsabilidad y el monto de la pena”
. 

8.2 Sin embargo, a pesar del carácter público de los antecedentes judiciales, la Corte Constitucional estableció en su precedente, que cuando la información personal reposa en bases de datos, su acceso puede estar limitado, atendiendo a las reglas que rigen el tratamiento del derecho fundamental al habeas data. Al respecto, la Corte puntualizó que los antecedentes judiciales son considerados como información sensible, entendidos como: “aquellos que afectan la intimidad del titular o cuyo uso indebido puede generar su discriminación, tales como aquellos que revelen el origen racial o étnico, la orientación política, las convicciones religiosas o filosóficas, la pertenencia a sindicatos, organizaciones sociales, de derechos humanos o que promueva intereses de cualquier partido político o que garanticen los derechos y garantías de partidos políticos de oposición[,] así como los datos relativos a la salud, a la vida sexual y los datos biométricos”. Por su propia naturaleza, estos datos se vinculan con la salvaguarda de la intimidad de su titular o con la proscripción de actos discriminatorios”
.

8.3 Además de ser un dato de carácter sensible, tienen una connotación negativa, como lo indicó la Corte: “Para la Sala los antecedentes penales quizá sean, en el marco de un estado de derecho, el dato negativo por excelencia: el que asocia el nombre de una persona con la ruptura del pacto social, con la defraudación de las expectativas normativas, con la violación de los bienes jurídicos fundamentales”
.

8.4 En el análisis de los antecedentes judiciales, la Corte Constitucional ha precisado el alcance de su naturaleza, pues como se dijo anteriormente, se trata de información pública contenida en una decisión de una autoridad judicial, pero, comprende ciertos datos de carácter personal, semi-privado y sensibles, que deben someterse a un tratamiento especial. La información sobre los antecedentes judiciales, y en especial, los penales se incorporan a bases de datos que imponen una serie de obligaciones para quien tiene el poder informático sobre su administración, con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales que pueden verse comprometidos por un manejo inadecuado de la información. Sobre este punto, la Corte Constitucional conceptualizó en los siguientes términos la base de datos sobre antecedentes penales: 

“una base de datos personales sobre antecedentes penales es un conjunto organizado de información personal, en concreto de antecedentes penales, que con ayuda de programas de carácter informático y de una plataforma, permite el acceso fácil e inmediato a una extensión ilimitada de información personal, dependiendo de la cantidad de información personal en ellos contenida y los avances tecnológicos que soportan su operación. Dicha base de datos personales es administrada por un sujeto responsable, y puede ser operada por un sinnúmero de personas en la medida en que se faciliten condiciones de accesibilidad con fines de alimentación, modificación o consulta”
.

8.5 Los antecedentes judiciales permiten asociar o vincular a una persona con acontecimientos que la persona no quiere que sean públicos, en tanto que tiene la capacidad de ser perjudiciales para su desempeño en la vida en comunidad, y en algunos casos, socialmente reprochables. Revelar esta información sin las suficientes cautelas, pueden conllevar al debilitamiento de su imagen, e imponerle barreras constitucionalmente inadmisibles que impidan su resocialización. Por lo anterior, el máximo Tribunal Constitucional colombiano ha protegido de forma cuidadosa el tratamiento que debe darse a dicha información, aún más ante los actuales cambios tecnológicos en donde el acceso, circulación y difusión de la información a través de la red informática mundial, las distintas redes sociales y los nuevos mecanismos de comunicación tienen alcances más profundos y potentes. En virtud de los mandatos constitucionales de protección del derecho al trabajo, a las funciones de la resocialización de la condena penal, así como la obligación del Estado para adoptar medidas dirigidas a impedir acciones de discriminación y exclusión social, el marco de protección constitucional establece que, por los efectos negativos inherentes a dicha información, resulta inadmisible su divulgación y circulación irrestricta y sin límites”. 

8.6 En este contexto, la Corte ha indicado que la administración de las bases de datos sobre antecedentes penales, a la que tienen acceso el Ministerio de Defensa, la Policía Nacional, la Procuraduría General de la República, la Registraduría Nacional, La Fiscalía General de la Nación y la Unidad Administrativa Especial de Migración Colombia debe someterse a los principios de finalidad, necesidad, utilidad y circulación restringida. Sobre cada uno de estos principios la Corte Constitucional indicó: 
“Conforme a la jurisprudencia de esta Corte, bien compilada en la sentencia C-1011 de 2008,  los principios de finalidad, necesidad y utilidad  prescriben una serie ineludible de deberes en relación con las actividades de acopio, procesamiento y divulgación de la información personal.

Según el principio de finalidad tales actividades “deben obedecer a un fin constitucionalmente legítimo (…) definido de forma clara, suficiente y previa. [Por lo cual, está prohibida, por un lado]  la recopilación de información personal sin que se establezca el objetivo de su incorporación a la base de datos (…) y [por el otro] la recolección, procesamiento y divulgación de información personal para un propósito diferente al inicialmente previsto...” 

Según el principio de necesidad, la administración de “la información personal concernida debe ser aquella estrictamente necesaria para el cumplimiento de los fines de la base de datos”. 

Según el principio de utilidad, la administración de información personal debe “cumplir una función determinada, acorde con el ejercicio legítimo de la administración de los [datos personales.  Por lo cual] queda proscrita la divulgación de datos que, al carecer de función, no obedezca a una utilidad clara y suficientemente determinable”. 

Igualmente importante para la resolución del presente caso es el principio de circulación restringida que, según la misma sentencia C-1011 de 2008, ordena que toda actividad de administración de información personal esté sometida  “a los límites específicos determinados por el objeto de la base de datos (…) y por el principio de finalidad. [Por lo cual, está] prohibida la divulgación indiscriminada de datos personales”
.
8.7 La información sobre los antecedentes penales que reposan en bases de datos debe someterse a un riguroso tratamiento que respete los principios de finalidad, necesidad, utilidad y circulación restringida. Este conjunto de principios definen la senda por la cual se debe conducir la administración de dicha información y permiten fijar límites y competencias precisas para quienes acceden y administran las bases de datos sobre antecedentes penales. Como lo indicó la Corte, este conjunto de principios permite a la vez garantizar los derechos y libertades de los sujetos titulares de la información: “En términos normativos, son la concreción legal y jurisprudencial del mandato del inciso 2º, del artículo 15, de la Constitución que establece que “[e]n la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la Constitución”
.  (Negrillas propias).

De las consideraciones precedentes se concluye que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha desarrollado el contenido, alcance y límites del derecho al “habeas data penal”. Aquí convergen las reglas sobre la administración de datos personales, de carácter semi-privado y sensible, contenida en un documento público, con las importantes funciones de rango constitucional que tiene los antecedentes penales. A través del precedente jurisprudencial aquí reseñado, la Corte dispuso el marco constitucional de protección, ante la falta de una regulación estatutaria específica sobre la materia. 

8.8 Una de las funciones de los antecedentes penales es servir como prueba para acceder al ejercicio de la función pública y la contratación con el Estado. En este sentido, existe una relación importante entre el dato del antecedente penal y las inhabilidades que define la Constitución y la ley. A continuación se analiza dicha relación, entre los antecedentes penales y el derecho disciplinario”.

6.1 Antecedentes Penales E Inhabilidades Para Acceder A Cargos, Desempeñar Funciones O Ejercer Ciertas Actividades
. 

La Corte Constitucional respecto de la función de los antecedentes judiciales y las inhabilidades puntualizó: 

“Esta función de los antecedentes penales es de la mayor importancia para la protección de la moralidad administrativa, el correcto ejercicio de la función pública, y la protección en general de los bienes y de los negocios públicos. Por ejemplo, de acuerdo con los artículos 179 numeral 1º, y 197 de la Constitución, no puede ser congresista ni presidente de la República quien  haya sido condenado “en cualquier época, por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos”.  Igualmente, de conformidad con el artículo  122, inciso 5 (modificado mediante artículo 1º del AL 1 de 2004, y artículo 4º del AL de 2009) de la Constitución, no podrán ser inscritos como candidatos, ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni contratar con el Estado, “quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que afecten el patrimonio del Estado o quienes hayan sido condenados por delitos relacionados con la pertenencia, promoción o financiación  de grupos armados ilegales, delitos de lesa humanidad o por narcotráfico en Colombia o en el exterior.”

6.2 Inhabilidades Aplicables A Los Docentes y el llamado de la Corte Constitucional al Congreso  de la República para legislar sobre el tema.

A los docentes le son aplicables las inhabilidades de carácter general, que definió la ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, ya que las establecidas en el  Estatuto de Profesionalización Docente, Decreto-Ley 1278 de 2002  fueron declaradas inexequibles por la  Corte Constitucional en sentencia C-734 de 2003.

Las inhabilidades según la jurisprudencia tienen como objetivo el garantizar el respeto y garantía de la moralidad administrativa, pese a que el Estatuto de Profesionalización Docente fue expedido para garantizar la idoneidad de los docentes, no existe en el ordenamiento jurídico colombiano  regulación en materia de inhabilidades para los mismos, así lo confirma la sentencia T-512 de 2016 de la siguiente manera:

“A diferencia de otros ordenamientos jurídicos, el marco legal de Colombia no dispone de inhabilidades específicas para el ejercicio como docente o directivo docente. Como se señaló atrás, el régimen de inhabilidades del Estatuto Docente fue declarado inexequible, por ser contrario a la Constitución. En consecuencia, el actual ordenamiento jurídico colombiano presenta un vacío normativo en relación a las inhabilidades que de forma específica y concreta deben imponerse a quien aspire a ingresar a la carrera docente, pero siendo aplicables, por ahora, el régimen de inhabilidades para servidores públicos en general, contenido en el C.D.U. 

9.8 No obstante, resulta pertinente que una norma específica de rango legal disponga los requisitos en términos de idoneidad ética y pedagógica que le sean exigibles a los docentes y directivos docentes y la ausencia de dichas características se traduzcan en inhabilidades. De tal forma se garantizará que el proceso de selección pueda considerar las calidades éticas y humanas del aspirante, y de esta forma, establecer si la persona cuenta con la idoneidad suficiente de acuerdo con las necesidades especiales del servicio de educación, a través del cual se garantiza a los niños sus derechos fundamentales.
9.9 En este sentido, no puede perderse de vista la relación que existe entre la definición de las inhabilidades aplicables a los docentes, y el marco de protección que debe bridar el Estado a los niños, niñas y adolescentes en virtud de la prevalencia de sus derechos fundamentales y el interés superior del menor. Resulta oportuno definir en términos de idoneidad ética, humana y pedagógica las condiciones, calidades y cualidades que debe reunir el aspirante a la carrera docente. Siguiendo la tipología de las inhabilidades antes descrita, se trataría de aquellas orientadas a la garantía y protección de los derechos fundamentales de los niños y la materialización de los objetivos que definió el estatuto docente, y no se tratarían de inhabilidades de carácter sancionatorio. A través del régimen disciplinario de inhabilidades, el Estado puede disponer de un perfil de idoneidad exigible a quién aspire a ingresar a la carrera docente, para que de esta forma pueda acreditar las condiciones éticas y pedagógicas que demandan la orientación e instrucción de los niños, niñas y adolescentes.

9.10 Además de este vacío normativo en relación con las inhabilidades que deberían hacer parte del Estatuto Docente, el presente caso pone de presente que tampoco se ha desarrollado una discusión pública sobre la creación de una inhabilidad, en términos de idoneidad, para el caso de infractores de la ley penal por delitos sexuales con menores. A diferencia de otros países en donde ya existen marcos legislativos específicos para esta situación, advierte la Corte que resulta oportuno abrir una discusión pública sobre estos aspectos en Colombia. Al respecto se puntualiza que la Corte Constitucional no puede establecer una inhabilidad de esta índole, como quiera que se trata de una competencia exclusiva del Legislador, por tratarse de un asunto de carácter disciplinario. No obstante, de un análisis detallado del marco de protección constitucional reforzado que dispone el bloque de constitucionalidad en relación con los derechos de los niños, niñas y adolescentes, se puede derivar una inhabilidad por falta de idoneidad a quién infringió la ley penal por violencia sexual contra menores de edad”.

En el mismo fallo realiza una llamado para legislar sobre el tema así
:
“Es  imperioso adoptar un régimen de inhabilidades para aspirantes a la carrera docente que tengan antecedentes penales por violencia sexual e intrafamiliar. En este orden de ideas, la Corte Constitucional exhortará al Ministerio de Educación, a la Defensoría del Pueblo, a la Procuraduría General de la Nación, y al Congreso de la República para que, dentro del marco de sus competencias, preparen y den curso a un proyecto de ley en donde se desarrolle el marco de protección de los derechos de los niños y estudien la posibilidad de imponer una inhabilidad para acceder a la carrera docente, si el aspirante tiene antecedentes penales por violencia sexual”. 

7. LAS INHABILIDADES DE LOS ABUSADORES SEXUALES EN EL DERECHO COMPARADO.

De la comparación efectuada por el despacho del Honorable Magistrado Luis Ernesto Vargas es evidente que muchos países han avanzado en la construcción de marcos normativos y regulatorios que traen medidas preventivas y de protección de los derechos de los niños. Situación que no acontece en el sistema normativo Colombia.

	PAÍS
	MEDIDAS
	FUENTE

	Chile
	Art. 1- Inhabilidad perpetua para condenados por delitos sexuales con menores para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales, que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad. 

Art. 2. Se crea un registro de las inhabilidades para ser consultado por personas naturales o jurídicas con el fin de contratar a una persona que involucre una relación permanente y habitual con menores de edad, o cualquier fin similar. La consulta de esta información es obligatoria para el empleador. El Servicio de Registro Civil se limitará a certificar si se está inhabilitado, y omitirá proporcionar otro dato o antecedente que conste en el registro. Si se da un uso distinto a la información, se hará acreedor a las multas que contempla la ley. 
	Ley 20594 de 2012

	Provincia de Córdoba Argentina

	“Crea el Programa Provincial de Identificación, seguimiento y Control de Delincuentes Sexuales y de Prevención de Delitos contra la Integridad Sexual en el ámbito del Ministerio de Justicia.

Registro Provincial de Personas Condenadas por Delitos Contra la Integridad Sexual donde se inscribe a todas las personas condenadas por tales delitos registrando sus datos, su código de identificación genética, el historial de delitos y la documentación referida al tratamiento médico o psicológico que hubiere recibido, copia de la sentencia y demás antecedentes.

No se trata de un registro público y su contenido -estrictamente confidencial y reservado- sólo podrá ser suministrado mediante una orden expresa emanada de una autoridad judicial que lo autorice.

La inscripción en el registro importará la prohibición absoluta y automática para desempeñarse en servicios públicos y/o semipúblicos en los que estuviesen involucrados menores de edad”.
	“Ley N° 9680 (B.O. 08/10/2009) y Decreto N° 639/10 (B.O.

18/05/10)”

	Estados Unidos y Puerto Rico
	En 1994 se promulga el “Jacob Wetterling Crimes Against Children and Sexually Violent Offender Act” que obliga a los estados a implementar un programa de registro de ofensores sexuales.

En 1996 se enmienda la Ley Pública Wetterling con las llamadas “leyes de Megan”, obligando a los estados a notificar a la comunidad y a crear un sitio web que contenga la información de los ofensores, sin embargo, no especificó la forma y el método para ello.

En el año 2004, se promulgó una Ley Pública conocida como “Sex offenders registration act” cuyo propósito fue obligar a ciertos ofensores sexuales a mantener informada a la policía respecto a sus movimientos y otros detalles personales por un periodo de tiempo, con el fin de minimizar la reincidencia, facilitar investigaciones futuras sobre posibles ofensas que puedan cometer, prevenir que los ofensores sexuales registrados trabajen en empleos involucrados con niños, entre otras cosas. La prohibición está establecida en la Parte 5 del acto y consagra una extensa lista de trabajos y lugares que están prohibidos para aquellos que se encuentren en el registro.

Posteriormente, se aprobó la Ley Pública 109-248, el 27 de julio de 2006, conocida como “Adam Walsh Child Protection and Safety Act of 2006”.  Esta Ley Pública 109-248 también se conoce como ‘Sex Offender Registration and Notification Act” (SORNA). Esta legislación está dirigida a proteger a los menores de edad de la explotación sexual y los delitos violentos en su contra, a prevenir el abuso de menores y la pornografía infantil, a promover la seguridad en el uso de la Internet, y para honrar la memoria de menores víctimas de este tipo de delito. 

En Puerto Rico, la Ley 266-2004, según enmendada, conocida como “Ley del Registro de Personas Convictas por Delitos Sexuales y Abuso contra Menores”, fue aprobada con el propósito de crear un sistema de registro de personas convictas por delitos sexuales y de abuso contra menores.  Con la aprobación de esta Ley se adoptó como política pública del Estado proteger a la comunidad contra actos constitutivos de abuso sexual y abuso contra menores.  Mediante el citado Registro, se mantienen informadas a todas las personas o entidades que solicitan datos sobre el paradero de individuos que han sido convictos de delitos sexuales o abuso contra menores.  El mismo no tiene un propósito punitivo, sino que constituye un medio para garantizar la seguridad, protección y bienestar general de los menores y víctimas de delitos sexuales.

“Artículo 6.- Notificación a las Agencias del Orden Público y a la Comunidad

La información que posee el Sistema sobre una persona registrada, según dispone esta Ley, será suministrada a las agencias del orden público y a las agencias de dependencias gubernamentales estatales o federales, en el desempeño de sus funciones, incluyendo al Departamento de la Vivienda y al Departamento de la Familia de Puerto Rico. También se le proveerá a toda persona, compañía u organización que así lo solicite por escrito y a las personas o instituciones privadas para las cuales esta información es de interés por la naturaleza de las actividades que llevan a cabo, ante la amenaza y el peligro que pueden representar para ellas las personas que cometen algunos de los delitos enumerados en esta Ley.  Esto comprende, sin que se entienda como una limitación, a la víctima y sus familiares, las escuelas, las instituciones, y establecimientos de cuidado de niños, las instalaciones recreativas, las instituciones para niños y mujeres maltratados, a cada jurisdicción donde el ofensor sexual tenga su residencia, trabaje o estudie, y donde un cambio de residencia, trabajo o escuela ocurra; y a las agencias responsables de llevar a cabo las verificaciones de antecedentes necesarias para obtener un empleo, según la Sección 3 del National Child Protection Act of 1993 (42 U.S.C. 5119a).
	Ley Núm. 243 del año 2011

	España
	«5. Será requisito para el acceso y ejercicio a las profesiones, oficios y actividades que impliquen contacto habitual con menores, el no haber sido condenado por sentencia firme por algún delito contra la libertad e indemnidad sexual, que incluye la agresión y abuso sexual, acoso sexual, exhibicionismo y provocación sexual, prostitución y explotación sexual y corrupción de menores, así como por trata de seres humanos. A tal efecto, quien pretenda el acceso a tales profesiones, oficios o actividades deberá acreditar esta circunstancia mediante la aportación de una certificación negativa del Registro Central de delincuentes sexuales.»

Artículo 1. Objeto y ámbito 1. Este real decreto tiene por objeto crear y regular la organización y funcionamiento del Registro Central de Delincuentes Sexuales previsto en la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, así como el régimen de inscripción, consulta, certificación y cancelación de los datos contenidos en aquél.

Artículo 3. Naturaleza y finalidad. 1. El Registro Central de Delincuentes Sexuales constituye un sistema de información, de carácter no público y gratuito, relativo a la identidad, perfil genético, penas y medidas de seguridad impuestas a aquellas personas condenadas en sentencia firme por cualquier delito contra la libertad e indemnidad sexuales o por trata de seres humanos con fines de explotación sexual, incluyendo la pornografía, regulados en el Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, con independencia de la edad de la víctima. Esta información se referirá a las condenas dictadas tanto en España como en otros países, en particular los Estados miembros de la Unión Europea y del Consejo de Europa. 2. La finalidad del Registro es contribuir a la protección de los menores contra la explotación y el abuso sexual, con independencia de quién sea el autor del delito, mediante el establecimiento de un mecanismo de prevención que permita conocer si quienes pretenden el acceso y ejercicio de profesiones, oficios y actividades que impliquen el contacto habitual con menores, carecen o no de condenas penales por los delitos a los que se refiere el apartado anterior. Asimismo, el Registro tiene como fin facilitar la investigación y persecución de los delitos a que se refiere el presente real decreto con objeto de proteger a las víctimas menores de edad de la delincuencia sexual, introduciendo medidas eficaces que contribuyan a la identificación de sus autores y de cooperación con las autoridades judiciales y policiales de otros países, en particular con los Estados miembros de la Unión Europea y del Consejo de Europa.
	Ley 26/2015, de 28 de julio (Ref. BOE-A-2015-8470).

Real Decreto 1110/2015, de 11 de diciembre, por el que se regula el Registro Central de Delincuentes Sexuales.

BOE 312/2015, de 30 de diciembre de 2015 Ref Boletín: 15/14264

	Inglaterra
	El registro de violadores en Inglaterra es conocido como ViSOR (Violent and Sex Offender Register) y obliga, bajo el marco del “Sexual offences act 2003”, a todos aquellos que hayan tenido condenas por delitos sexuales por más de 12 meses, a registrarse en una base de datos a la que solo tiene acceso la Policía y otras entidades estatales relacionadas. 

Las prohibiciones para los violadores de trabajar con niños están contenidas en la sección 142 del “Education act 2002” también conocido como “Lista 99”.
	Safeguarding Vulnerable Groups Act 2006


Fuente: Tomado de la Sentencia T-512 de 2016 MP. Luis Ernesto Vargas S.

8. DE LA COLISION DE LOS DERECHOS AL BUEN NOMBRE, EL DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, EL HABEAS DATA PENAL Y SU NO VULNERACIÓN CUANDO SE PRETENDEN DESEMPEÑAR LABORES DE FORMA HABITUAL Y PERMANENTE CON MENORES DE EDAD SEGÚN LA JURISPRUDENCIA
.
La Corte Constitucional al fallar la acción de tutela ya referenciada,  que ordena la  revocación del acto del nombramiento de un rector de un colegio con antecedentes penales por delitos sexuales fijo la línea jurisprudencia frente a la colisión de los derechos al buen nombre, a la intimidad, el habeas data penal y el derecho de los niños así: 

“Es claro que la conservación de los antecedentes penales cumple finalidades constitucionales y legales legítimas a las que ésta Corte ha hecho constante referencia (moralidad de la función pública, aplicación de la ley penal, actividades de inteligencia, ejecución de la ley). Por tanto, considera la Corte que no hace parte del derecho de habeas data en su modalidad suprimir, la facultad de exigir al administrador de la base de datos sobre antecedentes penales, la exclusión total y definitiva de tales antecedentes.   En este caso, no hay, en los términos de la sentencia T-414 de 1992, un derecho al olvido como tal.  No lo puede haber, al menos, mientras subsistan las finalidades constitucionales del tratamiento de este tipo específico de información personal” 
.  (Énfasis propio).

13. Del anterior razonamiento de la Corte Constitucional se desprende que existen fines constitucionales legítimos que impiden que el antecedente penal pueda eliminarse, como si el mismo nunca hubiera existido. Si bien la supresión como el no almacenamiento ni circulación de datos personales es posible en materia de obligaciones de carácter crediticio, lo mismo no se predica para asuntos penales, ya que no son equiparables. La supresión total de información sobre asuntos crediticios tiene como finalidad la recuperación del historial comercial y financiero que le permita al sujeto su posterior acceso, en tanto que el bien jurídico a proteger es el cumplimiento de obligaciones dinerarias, las cuales en principio, no involucra de forma evidente derechos fundamentales. 

14. Sin embargo, el mismo análisis no es posible frente a las condenas judiciales, y en este caso en particular, las de carácter penal. Aquí los derechos fundamentales de las víctimas, en un ejercicio de ponderación tienen una protección constitucional reforzada, comoquiera que estas son titulares de los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación, valores a los que se les ha adscrito un peso constitucional importante. Ello sin perjuicio de las otras funciones que cumple el antecedente penal como lo indicó la cita antes transcrita. Por lo anterior, no le asiste razón al señor Luis Alfonso Cano Bolaño cuando invoca en su defensa un pretendido “derecho al olvido”, que como se argumentó, no existe en materia penal. Pero lo anterior no implica necesariamente que exista un acceso libre e irrestricto a los antecedentes penales del señor Cano, sino que como lo ha indicado la Corte Constitucional, dicho dato negativo se impone el principio de circulación restringida, el cual debió operar en el caso concreto. 

El habeas data penal y su no vulneración cuando se pretenden desempeñar labores de forma habitual y permanente con menores de edad

16. Sin embargo, como se mencionó de forma precedente, la protección constitucional del habeas data penal, no implica la supresión del dato negativo, sino su circulación restringida, por lo tanto, el juez constitucional debe considerar que en el presente caso las autoridades administrativas debieron conocer el dato negativo sin desconocer los derechos fundamentales del señor Cano. En efecto, en el presente asunto el juez constitucional está ante la decisión libre y espontánea del señor Luis Alfonso Cano Bolaño de participar en el concurso de méritos para Docentes y Directivos Docentes convocado por la Comisión Nacional del Servicio Civil en el acuerdo 0255 del 2 de octubre de 2012. Ante esta decisión del señor Cano, el dato negativo es de la mayor relevancia, y bajo este contexto, el conocimiento de sus antecedentes judiciales resultaba adecuado de conformidad con los principios de finalidad, necesidad, utilidad y circulación restringida, que orientan la administración del dato negativo penal, debidamente acreditados como se pasa a indicar, y por lo tanto, no se puede predicar una vulneración del derecho fundamental al habeas data penal. 

17. Como se estipuló en la consideración 8.7, para poder revelarse el dato negativo del antecedente penal debe verificarse la presencia de una finalidad constitucional legítima, que sea definida de forma clara, suficiente y previa. Para el caso del señor Cano Bolaño, el acuerdo 0255 del 2012 “Por el cual se convoca a concurso abierto de méritos para proveer los empleos vacantes de Directivos Docentes y Docentes de preescolar, básica, media y orientadores, en establecimientos educativos oficiales que prestan su servicio a población mayoritaria, ubicados en la entidad territorial certificada en educación Departamento del Tolima – Convocatoria No. 211 de 2012”, definió de manera previa el conocimiento de sus antecedentes penales. En el mencionado acuerdo, la Comisión Nacional del Servicio Civil en el artículo 15 fijó los requisitos para hacer parte de la lista de elegibles y tomar posesión del cargo, indicando la ausencia de inhabilidades para ser servidor público. Este fin es constitucionalmente legítimo, en tanto que dicha medida busca la protección de principios constitucionales como la moralidad administrativa, el interés general, el interés superior del menor de edad y la prevalencia de sus derechos fundamentales. Dado que los antecedentes penales constituyen el medio de prueba para determinar si se está en curso de una inhabilidad, encuentra la Corte que el principio de finalidad se encuentra acreditado. 

En cuanto al principio de necesidad, la Corte indicó que la información debe ser la estrictamente necesaria para el cumplimiento de la finalidad antes descrita, esto es, verificar o no la existencia de una inhabilidad, como lo estipuló la convocatoria antes mencionada. En este caso, la información se circunscribía únicamente a conocer, i) los delitos penales por los cuales fue condenado y si fueron a título de dolo; ii) las sanciones que le fueron impuestas; y iii) la duración de las penas. Sobre el principio de utilidad, la información sobre los antecedentes penales era útil para verificar la existencia o no de la inhabilidad. En este caso se restringía a examinar si existían o no, las circunstancias que define la norma que le impidieran tomar posesión del cargo. 
18. En conclusión encuentra la Sala de Revisión que no es contrario al habeas data penal ni a los fines de la resocialización penal, el acceso restringido a los antecedentes penales del señor Luis Alfonso Cano Bolaño. Por el contrario, se trata de información relevante que debió ser conocida oportunamente por las autoridades administrativas encargadas del proceso de selección de directivos docentes. Esta circulación del dato resultaba no solamente acorde con los principios de finalidad, necesidad, y utilidad que ostentan la administración del dato negativo penal, si no indispensable para verificar la existencia de inhabilidades, y por esa vía, la idoneidad del aspirante del cargo, como se pasa a estudiar a continuación.

9. IMPACTO FISCAL 

El presente Proyecto de ley no presenta impacto fiscal, ya que no se ordenan gastos, ni se establecen concesiones o beneficios tributarios. 

Atentamente, 

De los Honorables Representantes 

ANA PAOLA AGUDELO

Representante a la Cámara - Colombianos en el exterior

GUILLERMINA BRAVO

Representante a la Cámara por Valle

CARLOS EDUARDO GUEVARA VILLABÓN


Representante a la Cámara por Bogotá
� Fuente: � HYPERLINK "http://www.humanium.org/es/mapa/" �http://www.humanium.org/es/mapa/�


� Forensis 2016. Medicina Legal


� Rta.  DP 2017012. Oficio 087-SSF-2017 del 31 de Enero de 2017. Instituto Nacional de Medicina Legal.


� Forensis 2015. Medicina Legal


� Rta.  DP 2017012. Oficio 087-SSF-2017 del 31 de Enero de 2017. Instituto Nacional de Medicina Legal.


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017064 fechada 17 de Abril de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón. 


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017104 fechada 17 de Abril de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017104 fechada 14 de Marzo de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017106 fechada  15 de Marzo de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017107 fechada  27 de Febrero de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017110 fechada  27 de Febrero de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón


�Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017196 fechada  20 de Abril de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón


�Respuesta, Derecho de Petición rad. 20171986 fechada  20 de Abril de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón 


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017063 fechada 28 de Marzo  de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón. 


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017065 fechada 30 de Mayo  de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón.


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017072 fechada 16 de Febrero  de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón


� Respuesta, Derecho de Petición rad. 2017064 fechada 17 de Abril de 2017 Oficina Rep. Carlos Guevara Villabón. 


� sentencia C-318 de 2003. M.P Jaime Araujo Rentería


� Sentencia T-512/16 M.P. Luis Ernesto Vargas 


� Sentencia C-092 de 2002. M.P. Jaime Araujo Rentería


� Sentencia C-092 de 2002. M.P. Jaime Araujo Rentería


� Sentencia C-157 de 2007. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Para el caso de los adolescentes, el artículo 45 superior reconoce su derecho a la protección y a una formación integral. Ahora bien, la distinción entre niño y adolescente consagrada en la Carta, no excluye a los adolescentes de la protección especial otorgada a la niñez, sino que pretende hacerlos más participativos respecto de las decisiones que le conciernen, como lo manifestó en sentencia C-092 de 2002. 


� Ver también sentencias T-415 y T-727de 1998 M.P. Alejandro Martínez  Caballero.


� Ver Sentencias T-979 de 2001; T-510 de 2003, T-397 de 2004 en otros.


� Sentencia T-512 de 2016 MP. Luis Ernesto Vargas S.


� Ibídem


� Ver entre otras las sentencias C-087 de 2000, T-632 de 2010, T-648 de 2012, T-995de 2012, T-020 de 2014. El precedente sobre la materia se unificó en la sentencia SU-458 de 2012, del cual se toman la mayoría de citas que conforman este apartado. 


� Sentencia SU-458 de 2012.


� Sentencia T-020 de 2014.


� Sentencia SU-458 de 2012.


� Sentencia SU-458 de 2012.


� Sentencia SU-458 de 2012.


� Sentencia SU-458 de 2012.


� Sentencia T-512 de 2016 MP. Luis Ernesto Vargas S.


� Sentencia SU-458 de 2012.


� Sentencia T-512 de 2016 MP. Luis Ernesto Vargas S.


� Wursten, Federico: Acerca de los registros de condenados por delitos sexuales. Obtenido de: http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2013/08/doctrina36885.pdf


� Sentencia T-512 de 2016 MP. Luis Ernesto Vargas S.


� Sentencia SU-458 de 2012.
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